


Dictamen 5/2022 del CES de Andalucía

I. Antecedentes

La  Ley  5/1997,  de  26  de  noviembre,  del  Consejo  Económico  y  Social  de  Andalucía,
establece en su artículo 4.1 la función de emitir, con carácter preceptivo, informes sobre
los anteproyectos de leyes que a juicio del  Consejo de Gobierno posean una especial
trascendencia en la regulación de materias socioeconómicas y laborales.

En este sentido, el día 8 de abril de 2022, tuvo entrada en el Consejo Económico y Social
de Andalucía escrito de la Consejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior,
solicitando la emisión de Dictamen sobre el Anteproyecto de Ley por la que se modifica la
Ley 2/2002, de 11 de noviembre, de Gestión de Emergencias en Andalucía.

Por acuerdo de la Comisión Permanente del Consejo Económico y Social de Andalucía, el
mismo día de su entrada, la solicitud de dictamen fue trasladada a la Comisión de Trabajo
de Asuntos Institucionales  y  Administraciones Públicas  a  fin  de  que llevase  a  cabo el
correspondiente  examen  del  texto  normativo  y  adoptase  el  acuerdo  previsto  en  el
artículo  44  del  Reglamento  de  Organización  y  Funcionamiento  Interno  del  CES  de
Andalucía.
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Dictamen 5/2022 del CES de Andalucía

II. Contenido

El anteproyecto de ley que se somete a dictamen tiene por objeto la adecuación de la Ley
2/2002, de 11 de noviembre, de Gestión de Emergencias en Andalucía, a las disposiciones
contenidas en el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, cuyo artículo 75
determina que el personal funcionario se agrupa en cuerpos, escalas, especialidades u
otros  sistemas  que  incorporen  competencias,  capacidades y  conocimientos comunes,
acreditados a  través  de un  proceso selectivo,  que estarán  regidos por  el  principio de
reserva de ley en cuanto a su creación, modificación y supresión, dejando sin efectos la
previsión  de  desarrollo  reglamentario  al  respecto  contenida  en  el  artículo  39.2  de  la
citada Ley 2/2022, de 11 de noviembre.

Esta  obligación  de  reserva  de  ley,  junto  a  circunstancias  tales  como  el  tiempo
transcurrido desde la aprobación de la Ley 2/2002, de 11 de noviembre; la vigencia de la
Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, y de la Ley 6/1985, de 28 de
noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía, así como la
inaplazable  necesidad  de  avanzar  en  la  homogeneización  del  régimen  jurídico,  la
dotación de medios y los procedimientos de actuación de los servicios de prevención y
extinción de incendios y salvamento, promovió la aprobación por el Pleno del Consejo
Andaluz del Fuego, en su sesión de 20 de diciembre de 2019, de un informe en el que se
instaba  a  una  revisión  inmediata  y  puntual  de  la  Ley  2/2002,  de  11  de  noviembre,  a
efectos de completar la clasificación del personal dedicado a estas actividades, siendo
este el papel a desempeñar por el anteproyecto de ley que se dictamina.

El marco competencial de la futura ley viene regulado en el artículo 66.1 del Estatuto de
Autonomía  para  Andalucía,  que  dispone  la  competencia  exclusiva  de  la  Comunidad
Autónoma en materia de protección civil,  lo  que incluye, en todo caso,  la regulación,
planificación y ejecución de las medidas relativas a las emergencias y seguridad civil, así
como la dirección y coordinación de los servicios de protección civil,  entre los que se
encuentran  la  prevención  y  extinción  de  incendios,  respetando  las  competencias  del
Estado en materia de seguridad pública.

El proyecto normativo viene a realizar una modificación puntual del título III de la Ley
2/2002, de 11 de noviembre, completando la clasificación del personal necesario para la
prestación de estos servicios, desde el respeto a la autonomía municipal, y adecuando las
categorías profesionales a las distintas escalas, grupos y subgrupos. Además, define las
funciones a desarrollar en cada una de las escalas y categorías profesionales. 

El anteproyecto de ley tiene una parte expositiva y otra dispositiva que se estructura en
un  artículo  único,  una  disposición  adicional,  cuatro  disposiciones  transitorias,  una
disposición derogatoria y dos disposiciones finales. Su contenido es el siguiente:
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Dictamen 5/2022 del CES de Andalucía

III. Observaciones generales

Primera. El anteproyecto de Ley objeto de dictamen viene a modificar la Ley 2/2002, de
11 de noviembre, de Gestión de Emergencias en Andalucía, en un aspecto muy específico,
como es el relativo a la clasificación y funciones del personal funcionario que presta los
servicios de prevención y extinción de incendios y salvamento. La Ley de 2002, de 11 de
noviembre, en su artículo 39.2, encomendó a la norma reglamentaria el desarrollo del
proceso de integración de las diversas categorías profesionales en las correspondientes
escalas en las que se agrupaba el personal funcionario de los mencionados servicios de
prevención. Tras la entrada en vigor de la ley y en espera de ese desarrollo reglamentario,
han aparecido otras normas que han alterado el marco de referencia de la materia en
cuestión, abogando por la necesaria y urgente intervención legal, que es la que acomete
el anteproyecto de ley en examen. Así, el actual texto refundido de la Ley del Estatuto
Básico  del  Empleado  Público  (Real  Decreto  Legislativo  5/2010,  de  30  de  octubre)
establece el principio de reserva de ley en materia de creación, modificación y supresión
de los cuerpos y escalas de funcionarios, lo que cierra al reglamento la posibilidad de
llevar a cabo tal cometido [STS (Contencioso-administrativo) de 17 de diciembre de 2020,
nº 4428/2020, ECLI:ES:TS:2020:4428].  

Asimismo, la entrada en vigor de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de
Andalucía (LAULA), y la necesidad de avanzar en la homogeneización del régimen jurídico,
la dotación de medios y los procedimientos de actuación de los servicios de prevención y
extinción de incendios y salvamento justifican la aprobación de la norma dictaminada. 

Segunda. La regulación de los procesos selectivos de acceso a la condición de personal 
funcionario de carrera de los servicios de prevención y extinción de incendios y salvamen-
to (SPEIS) de Andalucía era una materia sometida a demandas diversas de instituciones, 
entidades y personal afectado (sirva, como ejemplo de ello, la Actuación de oficio del De-
fensor del Pueblo Andaluz formulada en el expediente 18/3156 dirigida a la entonces Con-
sejería de Justicia e Interior, a la que se encuentran acumulados otros tantos expedientes 
de queja), lo que exigía una respuesta inmediata por parte del poder público. Este ante-
proyecto modifica de forma puntual la Ley 2/2002, de 11 de noviembre, a efectos de com-
pletar la clasificación del personal de los servicios de prevención y extinción de incendios,
en tanto se procede a dotarlos de un nuevo marco legal integral y específico.

Justamente, y como enseguida se expondrá, la situación de los SPEIS, más allá de esta
urgente adaptación del régimen jurídico del personal a las prescripciones de la norma
básica estatal, está requiriendo una revisión general, meditada y ajustada de su régimen
jurídico a las más recientes (e, incluso, a las aún en tramitación) normas en materia de
empleo  público,  que  adecúe  las  condiciones  de  prestación  de  servicios  de  estos
profesionales a la importancia y trascendencia del servicio que prestan.

En los SPEIS en Andalucía existe actualmente una clasificación heterogénea del personal,
con categorías integradas en distintos grupos de titulación (bomberos C1 y C2, sargentos
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Dictamen 5/2022 del CES de Andalucía

C1  y  A2,  etc.) No  obstante,  las  funciones  desempeñadas  por  las  distintas  categorías
profesionales son similares en cada caso, con independencia del grupo de adscripción. Se
hace necesario, pues, homogenizar el marco normativo regulador de los SPEIS, lo que
redundará  en  beneficio  de  la  seguridad  jurídica,  de  las  posibilidades  de  acceso  del
personal  y,  muy  especialmente,  de  sus  derechos  de  promoción,  movilidad  y  carrera
profesional.

En este sentido hay que recordar  que cuando entró en vigor la ahora modificada Ley
2/2002, de 11 de noviembre, no se contemplaba en la regulación estatal básica el grupo
profesional  para  cuyo  acceso  se  exige  la  titulación  de  Técnico  Superior.  Tras  la
aprobación de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público
(hoy Real  Decreto Legislativo 5/2010,  de 30 de octubre)  se incorpora el grupo B en la
clasificación profesional del personal funcionario de carrera, para acceder al cual se exige
estar en posesión del título de Técnico Superior.

De  esta  forma,  se  apuesta  también  por  reforzar  el  modelo  de  formación  profesional,
adecuándolo a las demandas del mercado de trabajo y promoviendo la cualificación de
los trabajadores. El Real Decreto 906/2013, de 22 de noviembre, por el que se establece el
título de Técnico Superior en Coordinación de Emergencias y Protección Civil y se fijan
sus enseñanzas mínimas, dentro de la familia profesional “Seguridad y Medioambiente”,
creó el  título de Técnico Superior  en Coordinación de Emergencias y  Protección Civil,
respecto del que se determinan como ocupaciones o puestos de trabajo más relevantes
para  los  que  se  ha  definido,  entre  otros,  los  de  jefatura  de  servicios  de  extinción  de
incendios urbanos y de jefatura de servicios de intervención ante emergencias de origen
natural,  tecnológico y  antrópico.  Un  título,  por  tanto,  especialmente  indicado para el
acceso a la escala ejecutiva contemplada en el artículo 39 del anteproyecto de ley en
examen. 

No obstante, aún no se ha incorporado a la oferta formativa pública de Andalucía el título
de  formación  profesional  de  Técnico  Superior  en  Coordinación  de  Emergencias  y
Protección Civil,  por  lo que podrían plantearse dificultades para la adecuación de los
puestos existentes a la nueva clasificación. Teniendo en cuenta lo anterior, y en espera de
que la iniciativa privada o pública proceda a cubrir esa carencia, podría ser conveniente
que  se  articularan  las  medidas  necesarias  para  que  el  Instituto  de  Emergencias  y
Seguridad  Pública  de  Andalucía  (IESPA)  impartiera  las  enseñanzas  conducentes  a  la
obtención del mencionado título de Técnico Superior en Coordinación de Emergencias y
Protección Civil, así como el de Técnico en Emergencias y Protección Civil (Real Decreto
907/2013, de 22 de noviembre).

Tercera.  Una  parte  especialmente  interesada  en  el  anteproyecto  que  se  somete  a
dictamen  es la  Administración Local,  pues los  Servicios  de Prevención y  Extinción  de
Incendios y Salvamento, regulados en el capítulo I del título III de la Ley 2/2002, de 11 de
noviembre, son prestados por las entidades locales [artículo 25.2.f) de la Ley 7/1985, de 2
de  abril,  reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,  artículo  92.2.d)  del  Estatuto  de
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Dictamen 5/2022 del CES de Andalucía

Es  cierto  que  desde  la  entrada  en  vigor  de  la Ley  2/2002,  de  11  de  noviembre, las
funciones  propias  de  los  SPEIS  únicamente  pueden  ser  desempeñadas  por  personal
funcionario de carrera, investido de la condición de agente de la autoridad, pero no lo es
menos que cualquier iniciativa legislativa en materia de personal de las Administraciones
Públicas  supone  una  ocasión  idónea  para  atajar  la  injustificada  temporalidad  de  la
prestación de servicios en el sector público.

La Directiva 1999/70 CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de
la CES, la UNICE y el CEEP sobre el contrato de duración determinada, ha tenido y tiene
una  incidencia  importante  en  el  ordenamiento  jurídico  español  y,  por  tanto,  en  la
evolución  de  la  jurisprudencia.  Y  si  bien  el  TJUE  comparte  el  criterio  de  nuestra
jurisprudencia de que no cabe en la Administración Pública la transformación automática
de una relación de servicio temporal en una relación de servicio permanente,  pues en el
ordenamiento español el acceso a la condición de funcionario de carrera o de personal
laboral fijo solo es posible a raíz de la superación de un proceso selectivo que garantice
los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, no lo es menos que tanto
el  TJUE como la propia Comisión  Europea  han instado a las autoridades españolas a
instaurar  medidas efectivas  que  disuadan  y,  en  su  caso,  sancionen  de forma  clara  el
abuso de la temporalidad.

Recordemos, igualmente, cómo la reciente Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas
urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público, en su disposición
adicional sexta, bajo el rótulo de “Convocatoria excepcional de estabilización de empleo
temporal de larga duración”, establece que:
  
“Las Administraciones Públicas convocarán, con carácter excepcional y de acuerdo con lo
previsto en el artículo 61.6 y 7 del TREBEP, por el sistema de concurso, aquellas plazas
que, reuniendo los requisitos establecidos en el artículo 2.1, hubieran estado ocupadas
con carácter temporal de forma ininterrumpida con anterioridad a 1 de enero de 2016.

Estos procesos, que se realizarán por una sola vez, podrán ser objeto de negociación en
cada  uno  de  los  ámbitos  territoriales  de  la  Administración  del  Estado,  Comunidades
Autónomas y Entidades Locales y respetarán, en todo caso, los plazos establecidos en
esta norma”.

Asimismo, de manera más específica, en relación con las actuaciones de las comunidades
autónomas y las entidades locales, la disposición adicional novena señala: 

“En  el  marco de lo  establecido en  el  TREBEP  y  en  esta  Ley,  la  administración  de  las
Comunidades  Autónomas,  Entidades  forales  y  locales,  desarrollarán  los  procesos  de
estabilización y llevarán a cabo, en el marco de lo previsto en esta Ley, acuerdos con las
organizaciones  sindicales  para  lograr  el  objetivo  de  reducción  de  la  temporalidad
establecido en esta norma”.
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VI. Conclusiones

En consecuencia, el Consejo Económico y Social de Andalucía considera que corresponde
al  Consejo  de  Gobierno atender  las  observaciones  presentadas  en este  Dictamen,  así
como, en la medida que lo considere razonable, incorporarlas al Anteproyecto de Ley por
la que se modifica la Ley 2/2002,  de 11 de noviembre, de Gestión de Emergencias en
Andalucía.

Sevilla, a la fecha de la firma

LA SECRETARIA GENERAL DEL CES DE 
ANDALUCÍA 
Fdo. Alicia de la Peña Aguilar

V.º B.º
El PRESIDENTE DEL CES DE ANDALUCÍA
Fdo. Ángel J. Gallego Morales
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